Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 12 minutos) 


La Comisión de Medio Ambiente del Senado tiene el agrado de recibir en el día de hoy a la 
señora Directora Nacional de Medio Ambiente, ingeniera agrónoma Alicia Torres, y al doctor Diego 
Pastorin, asesor del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. También ha 
sido invitada la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial del Senado -teniendo en cuenta que 
varios señores Senadores integramos las dos Comisiones- para que, aprovechando la visita de 
quienes concurren hoy, se nos brinde información sobre los siguientes puntos: Carpeta N* 1321, 
“Bolsas de Plástico o de material no biodegradable. Sustitución. Proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes. Distribuido N* 2814/2008”; hechos acontecidos recientemente en la ciudad 
de Fray Bentos; panorama nacional de las emisiones, efluentes y excedentes de suero de la industria 
láctea; y Carpeta N* 1292/2008 “Sistema de gestión de residuos de artefactos eléctricos y electrónicos. 
Creación. Proyecto de ley presentado por la Bancada del Frente Amplio. Distribuido N* 2690/2008”. No 
sé en qué orden se prefiere tratarlos. 


SEÑORA TORRES.- Quiero aclarar que mi disposición de tiempo es limitada, por lo que, de pronto, me 
gustaría que los señores Senadores priorizaran los temas o se formularan preguntas para que las 
contestemos. 


SEÑOR MOREIRA.- Se resolvió hacer esta reunión conjunta de las dos Comisiones y creo que se 
envió una nota detallando los temas sobre los que queríamos recibir información. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos comenzar por el que refiere a INDULACSA, que se encuentra en 
Cardona. 


SEÑORA TORRES.- No traje información sobre ese tema, porque no estaba en el orden del día. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, se incluyó como “panorama nacional de las emisiones de efluentes y 
excedentes de suero de la industria láctea”. En la nota se decía que en el día de ayer fueron recibidos 
representantes de la empresa INDULACSA de Cardona, quienes expusieron sobre las obras que se 
han llevado a cabo en la misma por ambos motivos. 


SEÑORA TORRES.- En el material que recibimos no se mencionaba el tema de la industria láctea. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En la nota que fue enviada el 25 de setiembre se cita ese tema. 
SEÑORA TORRES.- Confieso que no lo registré. 

SEÑOR MOREIRA.- Lo dejamos para otra ocasión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, podríamos pasar al asunto vinculado a los olores registrados en la 
ciudad de Fray Bentos. 


SEÑORA TORRES.- Sobre ese tema sí tenemos información. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tiene la palabra la ingeniera Torres para que exponga al respecto. 
SEÑORA TORRES.- Es un gusto estar con ustedes para compartir información sobre estos temas. 


Con respecto a los olores constatados en Fray Bentos, cabe indicar que fuimos alertados por 
denuncias de la población, que se canalizaron a través de la Comisión de Seguimiento y fueron 


recogidas por la Intendencia Municipal. Asimismo, en los medidores de calidad del agua detectamos 
que existían picos muy cortos de los gases olorosos que denominamos TRS. Resolvimos ir al lugar y 
elaboramos una serie de hipótesis sobre los posibles orígenes de esos olores. Las hipótesis son las 
siguientes: un problema originado en la planta de Botnia; un frigorífico que había reiniciado sus 
actividades y que había hecho un movimiento de su planta de tratamiento; algún efluente que hubiera 
volcado la barométrica; problemas en el saneamiento o, eventualmente, que se hubiera aplicado algún 
agroquímico. 


Realizamos una serie de inspecciones y relevamos los sitios de cada uno de esos posibles 
focos para confirmar o descartar las hipótesis y la conclusión rápida es que no logramos confirmar 
ninguna de ellas. Tampoco fue unánime la descripción de las características del olor ni acerca de 
dónde se percibía. 


Por lo tanto, fue un fenómeno que ocurrió pero no se pudo probar qué fue lo que lo provocó y, 
por supuesto, mantenemos el alerta permanente. Además, se ha entrenado a la población para que 
canalice con más información la denuncia a los efectos de poder dar una explicación. En síntesis, no 
hay -por lo menos, en lo que científicamente se pudo evaluar- una respuesta adecuada para este 
fenómeno. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El olor ha desaparecido? 


SEÑORA TORRES..- Sí; buscamos mucha información con respecto a las maniobras que se habían 
producido, tanto en el frigorífico como en la planta de Botnia, y fueron revisadas todas las plantas que 
hay dentro de ella, además de las calderas. Controlamos las emisiones directamente de la caldera y no 
había correlación entre los picos y lo que salía por la chimenea; tampoco entre los movimientos que 
había en el frigorífico y los momentos del evento de olor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El frigorífico cuenta con la autorización de la DINAMA? 


SEÑORA TORRES.- El frigorífico había cerrado y ahora retomó su funcionamiento, por lo tanto, la 
planta de tratamiento que durante un tiempo no funcionó genera cierto crecimiento de las bacterias 
provocando un evento de olor, pero sus movimientos no coincidían con los eventos de olor. Entonces, 
es muy difícil encontrar una correlación que permita responsabilizar a alguien en concreto. 


SEÑORA XAVIER.- La hipótesis de que el olor vino de la vecina orilla, ¿es plausible? 


SEÑORA TORRES.- De acuerdo a los vientos, es plausible. Sin embargo, no tenemos un conocimiento 
exhaustivo de la dinámica de la atmósfera en la alta atmósfera, es decir que algo en el entorno -sin 
importar la nacionalidad- podría haber subido y bajado en ese momento. 


Ahora bien; luego de establecido el problema, la gente sentía olores distintos en diferentes 
lugares y se tornó en un problema social. Nuestra investigación se circunscribió a la ciudad y al área 
agrícola, tratando de identificar qué cultivos había y qué aplicaciones se hicieron, intercambiando 
información con el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, pero ninguno de los compuestos que 
se estaban aplicando a los cultivos actuales podía ser la explicación del olor. 


SEÑOR ARANA.- ¿La gente reconoció olores similares a otros que se percibieron clarísimamente, 
vinculados a la puesta en funcionamiento de la empresa Botnia, en el momento que se retoman las 
acciones, una vez que se detiene el proceso de producción? 


SEÑORA TORRES.- En general, las descripciones indicaban que no era similar. La gente decía que no 
era olor a repollo cocido, sino del tipo del saneamiento o de baterías de auto, es decir, olor a cosas 
muy específicas. 


SEÑOR ARANA.- En realidad, esa idea había surgido a partir de algunas publicaciones de la prensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto del tema de los olores, justamente, recibimos aquí en la Comisión a 
una delegación de la empresa INDULACSA, porque personalmente los percibí cuando estuve en 
Cardona, en el mes de agosto. Al lado de las instalaciones de la empresa hay un criadero de cerdos y 
sabíamos que, desde la DINAMA, se estaban tomando medidas al respecto, pero teniendo en cuenta 
que los olores se han mantenido y que INDULACSA manifestó que hasta noviembre o diciembre el 
tema no iba a quedar solucionado, queríamos saber en qué etapa se encuentra la situación y si la 
DINAMA había ordenado acciones y evaluaciones concretas en el marco de los proyectos que tiene 
para que las empresas se pongan al día desde el punto de vista ambiental. 


SEÑORA TORRES.- Lamentablemente, no incorporé para el día de hoy información actualizada sobre 
el expediente de INDULACSA, pero no me cabe duda de que la actividad láctea y el sistema de 
producción de cerdos son dos industrias que generan una fuerte carga de contaminantes, 
fundamentalmente de contaminación orgánica. Muchas veces, el manejo de los suelos, sobre todo en 
condiciones de seca y bajo ciertas situaciones meteorológicas, genera un problema de afectación por 
olores. En general, estamos imponiendo sanciones y dando tiempos para la corrección de esos 
problemas, pero llegado el caso -no estoy hablando de esta situación en particular porque no revisé el 
expediente- se procederá a tomar las medidas que correspondan. Por ejemplo, en San José, hace 
pocos días ya se intimó a detener el proceso si no se toman medidas para solucionar definitivamente el 
tratamiento de los efluentes y la adecuada disposición del suelo. Este es un problema, pero el país 
realmente tiene opciones y queremos que sean encaradas por las empresas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También hemos recibido una denuncia de vertimientos en esa zona, al arroyo 
El Perdido, donde se señalaba que los animales que bebían en ese curso de aguas habían tenido 
problemas. 


SEÑORA TORRES.- Muchas veces autorizamos el vertido, porque se trata de carga orgánica y si el 
cuerpo receptor tiene buena capacidad para diluirla, no se presentan problemas. Además, se trata de 
una opción que habilita el propio decreto que regula la disposición de efluentes. Lo que sucede aquí - 
así como en los focos que hemos detectado en los meses de setiembre y octubre- está asociado al 
déficit hídrico, situación en que la carga es recibida por un cuerpo receptor mucho más reducido, que 
no puede diluirla, dejándola estancada y comenzando así los procesos de transformación y pudrición 
que generan el olor. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A su vez, en Comisión hemos considerado el sistema de gestión de residuos 
de artefactos eléctricos y electrónicos, en un proyecto de ley que les hemos remitido con exposición de 
motivos, a efectos de conocer la opinión de la DINAMA al respecto. 


SEÑORA TORRES.- Sin duda, compartimos el interés de encarar una solución para este tipo de 
residuos, en particular los que surgen a partir de bienes cuyo uso ha aumentado significativamente en 
la sociedad actual. Somos concientes de que se está generando una serie de problemas de manejo de 
los mismos y nos parece importante atenderlos. En cuanto al tema de los residuos en general, y antes 
de entrar a considerar un flujo de residuos específico -como lo llamo cuando se trata de determinada 
categoría de residuos- nos interesa dejar constancia de algunos aspectos clave de su manejo, así 
como de la estrategia que estamos llevando adelante en ese sentido. 


Consideramos que debe existir un ciclo -que llamamos “ciclo de vida”- con varias líneas de 
acción para poder encarar y, de alguna manera, reducir el problema que actualmente ocasionan los 
perjuicios. Una de ellas apunta a reducir y minimizar la generación del residuo. A nuestro juicio, esto 
constituye un problema, máxime si tenemos en cuenta que se trata de bienes de consumo que están 
en aumento y que la sociedad tiene mucho interés en poseerlos. De todas maneras, nosotros 
apostamos a que este problema debe atenderse y, para ello, se tiene que trabajar sobre pautas de 
consumo y de educación del consumidor, a fin de que toda la sociedad tome conciencia de este 
proceso. 


Otra línea de acción está vinculada al reciclado de todo aquello que pueda ser reutilizado, de 
forma tal de disminuir lo que, en definitiva, llegue al tratamiento o a disposición final. 


Por otra parte, compartimos el concepto -recogido en el proyecto de ley- de extender la 
responsabilidad al generador o a quien dispone de ese bien, por lo menos, en el territorio nacional. 
Esto es algo que, reitero, compartimos totalmente, porque de lo que aquí se trata es que quien 
produzca o ingrese el bien al país se haga responsable de todo el ciclo que el mismo tenga. Con 
relación a este aspecto, nos parece importante -quizá sería conveniente explicitarlo un poco más en el 
texto del proyecto de ley- que esto se haga extensivo a toda la sociedad y a todos aquellos 
consumidores que usan ese bien, para que formen parte del denominado “sistema de gestión de 
residuos”. Ellos son parte de este sistema y, como tales, deben tener una actitud proactiva, al punto tal 
de hacerse responsables del bien que consumen, como de su posterior devolución en algún sitio 
específico. Por lo tanto, creemos que el tema de involucrar a los consumidores en todo este proceso, 
puede ser viable. 


En otro orden de cosas, en la órbita del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente hemos apuntado al gradualismo y a la mejora continua, como estrategia. En 
oportunidad de estudiar la Ley de Envases y el decreto que la reglamentó, nos pareció importante 
seguir ese criterio; es más, en materia de bienes de consumo masivo consideramos fundamental la 
fijación de metas graduales y la no estipulación de tiempos muy estrechos para la solución final porque 
muchas veces ocurre que la construcción de esa solución final insume más tiempo del previsto. En 
este sentido, hemos advertido que en el proyecto de ley a estudio se determinan plazos perentorios, 
razón por la cual consideramos que sería conveniente abrirlos a una estrategia de gradualidad en 
etapas o, quizás, regularlos -tal como procedimos en ocasión del tratamiento de la Ley de Envases- por 
la vía del propio decreto reglamentario. De todas maneras, entendemos fundamental el hecho de que 
la ley habilite ese proceso de incorporación gradual de los diferentes actores hasta completar el total. 


Otro aspecto que consideramos importante en esta gestión de residuos es el vinculado a la 
información y transparencia. Es primordial que desde el inicio se informe a los consumidores o a los 
actores sobre cuál debe ser su papel dentro de todo este proceso, de forma tal de poder encontrar 
soluciones que apunten a saber en qué lugar, en qué momento y qué tipo de tratamiento se seguirá 
para alcanzar la disposición final. El ciclo tiene que cerrar totalmente porque, de lo contrario, si se 
produce una acumulación de estos bienes en lugares que no estén adecuadamente preparados para 
tal efecto, se corre el riesgo de generar un foco de contaminación por estos productos esparcidos. 


Por supuesto, nos parece un tema importante y en el que hay que avanzar en la legislación. 
En general, creemos que Uruguay, en lo relativo a los residuos, debe dar un salto cualitativo 
importante. Con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto hemos realizado un acuerdo para llevar a 
cabo un Plan Nacional de Residuos que incluya un plan de gestión por flujos. En realidad, sería como 
el marco en el que estas normas empezarían a operar porque consideramos que ir abordando por 
flujos, sin un marco general, puede distorsionar la forma de cómo comenzar los tiempos o las 
prioridades. Hay que analizar si se apunta a la cantidad de los residuos, al volumen o al riesgo de lo 
que contienen; concretamente, hay que ver cuál es el criterio a priorizar. A todos nos preocupa el tema 
de los residuos, pero sabemos que no lo podemos resolver en un plazo corto, y entonces debemos 
manejar algunos criterios, como ser la forma de realizar el procedimiento y la estrategia. Por ello, 
creemos que ese acuerdo llevado a cabo con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto nos dará un 
insumo importante para poder abarcar los distintos flujos de residuos. 


SEÑOR CID.- Me pareció muy interesante el planteo realizado por la ingeniera Alicia Torres en cuanto 
a cómo manejar el tema de los residuos en general y, en particular, la problemática que estamos 
tratando de los residuos eléctricos y electrónicos, porque encara los aspectos del proyecto de ley. 
Dicha iniciativa ha sido compartida por toda la Bancada del Frente Amplio y, seguramente, por todo el 
Parlamento, porque estamos ante un tema que nos inquieta a todos. 


Nosotros le estamos proponiendo a la Dirección Nacional de Medio Ambiente una ley marco, 
a efectos de que sea la encargada, ya que tiene mayor conocimiento, formación y factibilidad sobre 
algunos temas, de cómo disponer los residuos de manera segura. Se trata de un tema que no es 
menor, en el que ha estado trabajando esta Dirección y sobre el que ha tenido que posponer una 
solución definitiva. 


También me quisiera referir al tema del gradualismo, de la mejora continua y de la 
incorporación gradual, ya que fueron los tres términos manejados por la ingeniera Torres. Proponíamos 
que esto pudiera concretarse en el plazo de un año y, entonces, la pregunta concreta -también 
realizaré algunas adicionales- sería si ese plazo debe ser modificado, ampliado, en la medida de las 
potencialidades que tiene el país para definir el tema. 


Sabemos que la reducción de residuos -en este caso, eléctricos y electrónicos- es poco 
factible, porque la proyección a nivel mundial apunta a que los referidos residuos crecen a niveles 
exponenciales. Tanto es así que en algunos países se pronostica que va a haber por habitante y por 
año, aproximadamente, un kilo de residuos eléctricos y electrónicos. Por otra parte, el tema de reducir 
tiene su vinculación con el de reciclar, en función de que las normas europeas estiman que 
actualmente hasta un 60% -una cifra que no es menor- de los residuos electrónicos pueden ser 
recuperados. Tengamos presente ese porcentaje, pues hoy el país dispone de forma indiscriminada o 
sin regulación del 100% de esos residuos. La disposición final a la que hacía mención la ingeniera 
Torres va en el sentido de que se puede generar acumulación, pero la misma ya se está generando. 
Por ejemplo, con respecto a las empresas del Estado, me gustaría solicitar a la Comisión que evalúe la 
posibilidad de convocar a las autoridades de ANTEL, que están trabajando desde una perspectiva de 
responsabilidad empresarial en la captación de residuos electrónicos de teléfonos. En realidad, quisiera 
saber cómo se está visualizando el tema y cómo pueden colaborar esas empresas con la DINAMA y su 
proyecto en esa materia a los efectos de valorarlo, porque hoy en día estamos hablando de dos 
millones y medio de teléfonos celulares que, seguramente, en su inmensa mayoría no están en uso. Y 
eso puedo confirmarlo porque, por ejemplo, en mi despacho tengo tres celulares que supongo deben 
estar contabilizados como parte de los que están en funcionamiento. 


Por otra parte, rescato como acuerdo la posición de la Ingeniera Torres y de la DINAMA, en 
cuanto a asignar la responsabilidad al generador; repito que en esto concordamos y, además, también 
estamos alineados con las normas internacionales que se están manejando. Creo que la explicitación a 
los usuarios es una responsabilidad no de la ley sino del Poder Ejecutivo y, en ese sentido, me parece 
que debemos elaborar una estrategia. 


Ahora bien, sobre esta ley marco quisiera decir, justamente, que al darla a conocimiento 
público, han sido varios los actores potenciales que han manifestado su interés en reciclar parte de 
estos materiales, pero no sólo para la obtención interna de productos, sino incluso para la exportación. 
De alguna manera, me parece que el proyecto promueve esa potencialidad que hoy la Intendencia 
Municipal de Montevideo en su Polo Tecnológico está llevando adelante, en el sentido de dar un 
impulso a esa iniciativa que, además, tiene connotaciones de índole económica y laboral bastante 
interesantes. En realidad, en el Polo Tecnológico están trabajando ex recicladores que se han 
autorreciclado para la obtención de productos de mayor valor comercial y sobre ese punto es que 
quiero formular alguna pregunta a la Ingeniera Torres. Concretamente, quisiera saber si considera que 
los plazos son convenientes o deben ser ampliados y también me gustaría conocer su opinión acerca 
de la potencialidad de reciclaje que tienen los equipos que he mencionado. 


SEÑORA TORRES.- Con respecto a la primera pregunta que refiere a los plazos, debo decir que, a mi 
juicio, son un poco estrechos como para pensar en un plan en el que los actores estén identificados y 
se pueda llevar a cabo una campaña a nivel público que permita entender cuál es el procedimiento 
necesario. No hay que olvidar que no es lo mismo disponer de los bienes que se compran a partir de 
determinado momento, que hacerlo con aquellos que forman parte del stock existente, porque quizás 
sea más difícil identificar su origen, su fabricante y el momento en que se realizó la compra. Creo que 
hay que observar la realidad a los efectos de observar cuáles son los tiempos y se debe generar una 
acción inmediata con relación a los bienes que se adquieren a partir de determinado momento. Por otro 
lado, también existe la posibilidad de llevar a cabo un procedimiento más complejo para el stock 
existente. En definitiva, con respecto a ese tipo de estrategias, creo que los plazos son perentorios y, 
en lo personal, esa realidad me causa un poco de temor. 


SEÑOR CID.- En ese sentido, me gustaría saber si la DINAMA estaría en condiciones de elaborar una 
propuesta en función de cómo visualiza la gradualidad en la captación. 


SEÑORA TORRES..- Se trata de un aspecto que, obviamente, podemos estudiar. 


Con respecto a las exportaciones o importaciones de bienes reciclados, tiene sus pros, sus 
contras y sus complejidades porque detrás de esto existe el tema de si se están deshaciendo de los 
residuos mandándoselos a otro o si se está recibiendo el material de alguien para quien, en definitiva, 
no le encuentra solución y por esa razón se desprende de él para que otro lo utilice. Reitero que este 
es un tema complejo y creo que hay que plantearlo en foros internacionales para que se definan, por lo 
menos, criterios en la región. Digo esto porque con respecto a otros flujos de residuos, particularmente 
en el MERCOSUR, algunos países ya han fijado posición de una manera muy contundente y se están 
generando problemas comerciales. Hago mención de esto último aunque no está dentro de mi órbita 
de acción. Insisto en el hecho de que este tema es muy complejo y hay que mirarlo en su integridad. 


SEÑORA XAVIER.- Las preguntas que voy a realizar no van dirigidas, en un primer término, a nuestros 
invitados, sino al redactor del proyecto que es el señor Senador Cid, aunque eventualmente 
podríamos tener la opinión de ellos sobre el tema. 


Cuando el señor Senador dice que el sistema de gestión está integrado por los fabricantes 
de los aparatos y por los comercios que venden dichos equipamientos, de la conversación me surgen 
dos dudas. En primer lugar, quisiera saber si, en la medida en que es una de las patas del proyecto -es 
decir, la reutilización y el reciclaje, con otras finalidades, de residuos que hemos visto que luego son 
líneas de exportación para productos que ni nos imaginábamos a qué podrían ser destinados- queda 
abierta la posibilidad de utilizar los polos tecnológicos a los que se hizo referencia, teniendo en cuenta 
que existe más de uno y que seguramente se pueden seguir instalando. Entiendo que sería una forma 
interesante de poder tener una visión de reutilización con otra mirada que no es la de quien 
exclusivamente fabrica o comercializa. 


En segundo término -y siguiendo con el tema de la integración- señalo que no me doy cuenta 
cómo queda esto conectado con la autoridad medioambiental. Me gustaría saber quién lo regula. 
Quizás no haya entendido alguno de los otros artículos, pero creo que la autoridad que debería tomar 
parte en este asunto debería ser el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


En tercer lugar, quisiera saber si cuando la ingeniera Torres hacía referencia al 
involucramiento ciudadano -digamos- tenía que ver con la defensa del usuario o si se veía algún otro 
tipo de figura de participación ciudadana, porque, de ser así, es otro elemento que ayuda para que el 
cambio cultural en la sociedad se haga efectivo. 


SEÑOR CID.- En esta propuesta he imaginado algunos caminos que no son solamente la 
recuperación de materiales. Por ejemplo, sabemos por algunas leyes -como la Ley de Moore- que la 
renovación tecnológica de los equipos de computación se hace a un ritmo cada vez más acelerado y 
no necesariamente dicha renovación está ajustada a un necesario descarte, porque siguen teniendo 
utilidad. Yo mismo tengo una computadora que la compré hace diez años y que me sigue siendo útil, 
más allá de que tengo una “notebook”. Entonces, imagino que, por ejemplo, hubo una posibilidad de 
manejo de esos residuos, y si sigo remitiéndome a los equipos de computación, puedo hablar del 
reciclado o la reubicación en lugares que hoy no tienen esos equipos. Por ejemplo, se me ocurre 
recordar -tal vez por deformación profesional- que el Ministerio de Salud Pública está reclamando una 
mejor visibilidad de las historias clínicas, y todos sabemos que en los hospitales de Salud Pública, por 
el atraso histórico que ha tenido, no se cuenta con equipos de computación, por lo que algunos podrían 
ser reubicados allí. 


Por otra parte, en un país que tiene la intención de potenciar el desarrollo de actividades 
productivas y, dentro de ellas, la formación técnica de algunos operadores, imagino que algunos de 
estos materiales pueden servir para el entrenamiento de esos futuros estudiantes de las clásicas 
Universidades del Trabajo del Uruguay. 


A su vez, cabe pensar en la recuperación de materiales de valor económico. Sé que en esta 
misma Comisión algunos ingenieros han opinado negativamente en lo que tiene que ver con la 
posibilidad de la recuperación económica, pero, sin embargo, la realidad nos muestra que es mucho 
más importante de lo que pueda aparecer en los papeles. No olvidemos que la recuperación de 
materiales va a ir evolucionando en el sentido de poder recuperar algunos valores que poseen estos 
equipos y que hoy no se puede hacer como, por ejemplo, el vidrio, aunque sí ya el plástico y el oro. Los 


recicladores eliminan, al menos, cinco elementos tóxicos que, hoy por hoy, van al lixiviado y a los 
cauces de agua, algunos de ellos con capacidad carcinogénica como los polibromodifenilos y otros 
como el cromo, con su potencialidad de intercambio entre cromo trivalente y hexavalente, con los 
riesgos sanitarios que ello implica. 


En definitiva, por estos motivos imagino tres caminos que no están incluidos en el proyecto 
de ley porque, justamente, creo que debe ser la DINAMA la que los articule y promueva. Además, 
habrá que hacer intercambios y entrevistas con autoridades de la educación, como así también 
potenciar algunos grupos de trabajo. En tal sentido, contestando la segunda interrogante planteada por 
la señora Senadora Xavier en cuanto a quién llevará a cabo la regulación, debo decir que, a mi juicio, 
será el Ministerio en tanto no puede ser regulado por ley ya que no tenemos los últimos conocimientos 
ni la experticia que ha adquirido la DINAMA en este tiempo, durante el cual se ha dedicado a la 
captación de materiales que tienen que ser reciclados. 


En lo que tiene que ver con el involucramiento del usuario, creo que en la propia pregunta de 
la señora Senadora está la contestación. Se trata de un problema cultural y así como la Intendencia 
durante el mandato del hoy señor Senador Arana estimuló la recuperación de las pilas a través de 
distintas iniciativas, habrá que intentar captar estos materiales que hoy tienen un destino incierto. 


SEÑOR ARANA.- No sé si ustedes tuvieron oportunidad de leer la intervención del ingeniero 
Grompone en una reunión de esta Comisión. Recuerdo que puso mucho énfasis en todo lo relativo a 
las pilas y, en ese sentido, no sé si a nivel de todos los comercios y kioscos se mantiene esta campaña 
con la misma intensidad. Me refiero a las pilas pequeñas, tanto las que se emplean en las cámaras 
fotográficas como las de los relojes o las micropilas, que son las que más afectan y no se sabe si 
terminan, en la disposición final de esos residuos, lo suficientemente neutras como para no contaminar. 
En la medida que el área metropolitana suele ser la que tiene mayor capacidad de consumo y de 
contaminación, habría que analizar si no tendríamos que coordinar con algunos de los principales 
Gobiernos departamentales, o con todos ellos, a fin de que esa campaña adquiera una dimensión 
nacional. 


SEÑOR CID.- Lo que plantea el Senador Arana me parece muy interesante y debo decir que ha sido 
motivo de reflexión de mi parte, aunque no he encontrado caminos de resolución al respecto. El tema 
de las pilas está vinculado a productos que se vierten hoy en día en forma indiscriminada en algunos 
lugares, en la basura común, lo cual termina en las usinas y hay que tener en cuenta que uno de sus 
subcomponentes es el mercurio. Me refiero a una multiplicidad de equipos que tienen que ver, por 
ejemplo, con el área médica y con todo lo relacionado con los termostatos o equipos que tienen una 
sincronización temporal de interrupción y reinicio, como una heladera, que contienen mercurio en su 
actividad. Pienso que deberíamos pensar alguna forma colectiva para analizar cómo estimular el no 
uso de esos materiales, como los termómetros clínicos. Actualmente en el mundo se habla de una 
persona que denunció un crimen político en Rusia: a una persona se le encontró debajo de la alfombra 
del automóvil un gran depósito de mercurio, lo que había afectado a tal punto a dicha persona que 
prácticamente no podía caminar. Digo esto para ejemplificar una situación dramática, pero hay hechos 
en otros países del mundo, naturalmente producidos, donde se ha intoxicado muchísima gente por la 
disposición inadecuada del mercurio. 


Por tanto, planteo este tema como una reflexión y como un desafío para la DINAMA, a efectos 
de ver si podemos avanzar en este sentido y minimizar este impacto. 


SEÑORA TORRES.- Debo decir que se trata de una mirada distinta que nosotros también nos hemos 
planteado. Me refiero a no analizar el tema desde el bien que se usa o consume, sino desde las 
sustancias. Con ese enfoque de ciclo de vida de la sustancia, tenemos líneas de acción a través del 
seguimiento de las mismas. El tema del mercurio sin duda nosotros lo hemos priorizado. Al respecto, 
puedo comentar que tenemos un convenio en el que participa el Ministerio de Salud Pública con 
colaboración de la EPA -la DINAMA estadounidense- y justamente estamos elaborando un plan de 
gestión para recuperar el mercurio de todo el sector de la Salud a fin de ir disminuyéndolo. A su vez, 
hemos llevado a cabo gestiones y hemos realizado un acuerdo de trabajo con UTE, ya que justamente 
este tema de la sustitución de las lámparas por otras más eficientes desde el punto de vista energético, 
también involucra la incorporación de mercurio. Entonces, en la UTE están atentos a ver cómo, en el 


momento que termine su ciclo de vida -que por suerte es más largo y eso también da una ventaja en 
cuanto a que los bienes se usen más tiempo- disminuye la generación del residuo. Sin duda, hay que 
dar una adecuada disposición y eso debe ser parte de la gestión del bien; para ello hay que hacerle un 
seguimiento a la sustancia, y esa es otra línea de acción que nosotros seguimos. Adelanto que en el 
caso de la Salud ya tenemos un plan de trabajo concreto, que comento ya que ha surgido el tema. 


SEÑOR CID.- Quiero formular una pregunta final, porque no quiero monopolizar el uso de la palabra. 


En el Polo Tecnológico del Cerro, desde hace años, se están recibiendo los tubos 
fluorescentes. Quiero saber qué se está haciendo con ese producto que, si bien es triturado por 
maquinaria, termina en un residuo de mercurio también importante. 


SEÑORA TORRES.- En realidad lo consume una industria, o sea que tiene un destino, pero no sé cuál 
es. Lo que sí sé es que se disminuyeron las importaciones de esa industria por la necesidad de 
mercurio en su proceso productivo. 


SEÑOR ARANA.- Todo esto implica, en una política de Estado firme y responsable, pensar en la 
disposición final de los residuos, no sólo los domiciliarios, sino también los residuos químicos o 
químicos peligrosos que reiteradamente se han planteado. Es absolutamente imprescindible tomar 
conciencia de que este tema no puede ser motivo de puja porque nadie los quiere tener cerca, tal como 
sucede con las ferias vecinales, que todo el mundo las quiere, pero siempre que estén a un kilómetro 
de distancia de sus casas. Creo que para un país que de verdad pretende definirse como país 
productivo y al mismo tiempo respetuoso del medio ambiente, es decir, país natural y productivo con 
equidad social -estoy seguro de que esta conjunción de aparente contradicción es posible- se debe 
pensar de manera responsable para lograrlo en el más breve plazo posible. De lo contrario, ni las 
credibilidades a niveles internacionales ni las seguridades de la salud y las propuestas de un respeto 
medioambiental sostenibles son posibles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pasamos a analizar el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes, relativo al tema de las bolsas de plástico de material no biodegradable. 


SEÑORA TORRES.- Sin duda que este tema también es de sumo interés y sobre él recibimos 
continuamente denuncias por las bolsas que están en la naturaleza y que afectan al sistema productivo 
y a la biodiversidad, por ejemplo, de los océanos. Todas las acciones que podamos tomar para reducir 
su uso o sustituirlo por material más biodegradable o con tiempo de degradación más rápido, apuntan 
a una mejora ambiental. Por este lado, nos parece de sumo interés. 


Estuvimos explorando en profundidad el tema al mismo tiempo que se debatía en la Cámara 
de Representantes y nos pareció pertinente lanzar una propuesta a fin de año -sin duda, creo que 
también será de interés para esta Comisión- con el objeto de convocar a un simposio nacional para 
debatir, sobre todo, respecto de los materiales y la existencia en el país de industrias involucradas. 
Creemos que falta mucho conocimiento sobre el tema y, a nivel mundial, hay discusiones sobre los 
materiales oxi-bio en el sentido de si son o no ambientalmente seguros, así como también acerca de si 
el hecho de que la bolsa esté en pedazos más pequeños es mejor o peor, por ejemplo, para el ganado, 
que puede confundirla con alimento y comérsela. A este respecto surgen un montón de debates que 
nosotros creemos que es bueno generar a nivel nacional para tomar una resolución, pero con un 
bagaje mayor de conocimiento. Si bien nuestra propuesta es hacer este seminario o simposio en el 
mes de febrero del año que viene, creemos que debemos tomar acciones en el camino, habilitados por 
el artículo 13 del decreto reglamentario de la Ley de Envases. En su inciso final, dicho artículo expresa: 
“Los establecimientos comerciales de grandes superficies que comercialicen artículos alimenticios y de 
uso doméstico, deberán implementar acciones tendientes a minimizar la generación de residuos de 
bolsas plásticas. A tales efectos en un plazo de 120 (ciento veinte) días corridos desde la publicación 
de este decreto, deberán presentar un plan de acción para la aprobación por la Dirección Nacional de 
Medio Ambiente. Dichos planes deberán contemplar el uso racional de las bolsas, el reuso y el 
reciclado”, o la sustitución, que sería lo que propone esta ley. 


Sabemos que hay supermercados que han presentado planes, pero también sabemos de 
muchos que no lo han hecho. En este momento, justamente, estamos notificando de la multa a todos 
los que incumplieron la norma. La ley abrió el tema, lo que nos permitió, de alguna manera, incluir en el 
decreto la cuestión de las bolsas. En ese proceso gradual apuntamos a lo que generó el problema, que 
son los establecimientos de grandes superficies. En paralelo, hace pocos días, el señor Ministro recibió 
una propuesta de CAMBADU -Centro que nuclea a todos los comercios pequeños- que es muy 
interesante y de la que los señores Senadores, seguramente, tomarán conocimiento directo. Dicha 
propuesta apunta al reuso de una sola bolsa cambiando las pautas de consumo y va a ir acompañada 
de una fuerte campaña publicitaria. Nosotros dijimos que vamos a dar el auspicio porque nos pareció 
que iba en línea con tres aspectos: sustituir los materiales, intimar a los supermercados para que 
cumplan con lo que dice la norma y promover que el comercio chico se sume con una campaña 
publicitaria que convoque a la ciudadanía a un comportamiento responsable, generando premios por 
esas actividades. Nosotros complementamos esa estrategia instalando un premio nacional al comercio 
que reduzca más el uso de las bolsas. Creemos que es un paquete de acciones, en cuya parte social 
la estrategia es reducir y responsabilizar a la gente. Intimamos a que presenten un plan y no a que 
tengan resuelto el problema; si no lo hacen, vamos a salir con firmeza a marcar los tiempos de 
cumplimiento, y si esa actitud se generaliza, pienso que se va a crear un clima adecuado para 
conseguir la adhesión que es necesaria, en este caso, de los ciudadanos, para no pedir tantas bolsas. 
Entendemos que un tema interesante para plantear en ese simposio es el relacionado con el aumento 
de los costos o la explicitación de la tarifa de la bolsa. En ese sentido, aquellos comerciantes que se 
avengan a procesos de reciclaje o de reutilización, van a gozar de ciertos beneficios fiscales. La ley 
faculta al Poder Ejecutivo a que contemple ese aspecto como un beneficio fiscal. Por lo tanto, tenemos 
herramientas educativas y económicas por el lado del beneficio y de la sanción, y, además, premios. 
Creemos que con esta ley seguramente podremos ahondar más en los detalles de los materiales, 
porque realmente estamos haciendo una investigación técnica sobre ellos y queremos que su 
aprobación sea consensuada. Nos parece una estrategia que va a dar resultados y esperamos que la 
gente se sienta orgullosa de no andar con veinte bolsas en las que, muchas veces, en cada una lleva 
un producto. Da la impresión de que cuantas más bolsas los comerciantes entregan, es mejor, en vez 
de ser al revés. 


SEÑORA XAVIER.- Justamente, el espíritu de la Ley de Envases que se aprobó en la Legislatura 
pasada, consistía en no tener un criterio prohibicionista, sino más bien regulador. Partiendo de la base 
de que había una serie de avances en cuanto al tipo de materiales y teniendo en cuenta la evolución 
de las pautas culturales de su utilización, difícilmente podíamos llegar a un equilibrio medioambiental y 
a una utilización ponderada de los envases si no creábamos un marco legal que diera a la autoridad 
medioambiental la flexibilidad para ir regulando su uso. De lo contrario, podíamos eliminar un tipo de 
envase y quedar absolutamente sumergidos en otro tipo igualmente contaminante para el medio 
ambiente, con todas las consecuencias que conllevan, incluso algunas que fueron fatales en esos años 
en los que estábamos legislando. 


Realmente me asombra cuando se afirma -incluso por parte de algunas autoridades 
departamentales- que no existe un marco legal; lo que ocurre es que no ha sido fácil aplicarlo y, sobre 
todo, que se necesita de una autoridad muy firme y de un fuerte compromiso de parte de todo el sector 
comercial para ayudar en esa transformación y, principalmente, para lograr un consenso sobre la 
mecánica que la ley determina. 


En consecuencia, me parece que puede haber discusiones importantes y creo que es 
auspicioso que a principios del año que viene podamos celebrar una instancia para afinar un poco más 
los conceptos de utilización y reutilización de determinados materiales, pero, al mismo tiempo, ver que 
no estamos detenidos en ese tema. Eso es lo importante: no estamos detenidos ni paralizados frente a 
las dudas, a la ignorancia, a la falta de avances científicos o al hecho de que estos van tan rápido que 
no podemos adaptar las mecánicas de procedimientos de mantenimiento del medio ambiente. Creo 
que lo que tenemos que lograr es que los comerciantes, efectivamente -así lo escuché y me pareció 
muy bueno- logren transformaciones de las pautas culturales, que es uno de los factores que 
determinan el éxito en estas cosas. En algunos casos no hemos podido imponer determinadas normas 
medioambientales, pero en otros han sido exitosas, y eso también implica consenso y asesoramiento 
desde el punto de vista del marketing, más que en cuanto al marco legal que, reitero, ya existe. 


En consecuencia, quería señalar que efectivamente tenemos un marco legal, pero que lo que 
debemos hacer ahora es lograr una mayor coincidencia con las autoridades nacionales y 
departamentales para llegar a un criterio de trabajo conjunto en este tema. Ojalá podamos sustituir los 
materiales que no son biodegradables o de difícil transformación, pero si no lo logramos, debemos 
establecer estímulos y desestímulos para ir regulando esta situación ya que, en caso contrario, si 
sacamos de circulación un material, vendrán diez más que lo sustituyan y, en ese sentido, la bolsa 
plástica era, sin duda, uno de los tantos envases a los que hacía referencia la ley. 


SEÑOR ARANA.- Creo que con un criterio razonable se viene trabajando en forma gradual ya que, de 
otra forma, el impacto y el rechazo -por múltiples motivos no necesariamente confluyentes en sus 
propósitos- podrían ser fuertes. Pero, a su vez, considero que ese gradualismo debe tender en forma 
creciente a desechar aquellos procedimientos y materiales que son extraordinariamente nocivos y que 
toda la literatura medioambiental indica como altamente preocupantes. Todos sabemos que el suelo, 
los océanos y la atmósfera, no son infinitos; son recursos que están siendo crecientemente vulnerados, 
fundamentalmente, por materiales no degradables en el corto plazo, sino que tienen una durísima 
persistencia. 


En lo que tiene que ver particularmente con las bolsas, que se utilizan con excesiva 
benevolencia en Uruguay, quiero decir que algunos países -como, por ejemplo, Canadá- las han 
suprimido de manera radical, mientras que otros -los países nórdicos, como Suecia o Finlandia- lo han 
hecho de manera limitada. Y también tengo conocimiento de que en Alemania son muy rigurosos con 
este tema. En lo que me es personal, tuve ocasión de recorrer algunos comercios y en los únicos en 
los que advertí que había bolsas plásticas biodegradables fue en las librerías, pero no sé si esto se 
extendió a otros ramos del comercio. De todas maneras, me resulta interesante que esa conciencia 
esté haciendo carne también en los ámbitos empresariales. Considero que es una muy buena señal la 
campaña llevada adelante por CAMBADU en este sentido, a tal punto que creo que hay que 
aprovecharla y potenciarla para que continúe estimulando. 


Francamente, quiero decir que luego de hablar con varios comerciantes y productores de 
distintos ramos, pude advertir que hay aspectos clarísimamente ambientales que no pueden ser 
soslayados, sino que sobre ellos debemos tomar conciencia creciente. Creo que esta es una de las 
grandes cosas que ha hecho la DINAMA -y seguramente continuará haciendo- así como todos los 
Gobiernos Departamentales que tienen servicios o personal abocado a la divulgación y concientización 
de todos estos problemas. Esto es clave para que sea la sociedad la que tome conciencia de ellos e 
impulse al propio sector público y político, de forma tal de ayudar a alcanzar las soluciones lo más 
rápido posible. Existen aspectos estéticos -vinculados con ámbitos urbanos y rurales- que generan en 
la ciudad un pavoroso deterioro de imagen. En una ciudad como Montevideo, que tiene mucho viento - 
aunque también en las zonas sur y este del país- es grotesco el deterioro que se advierte. Así, pues, 
cada vez que se produce una inundación, todos los montes criollos quedan tapados de bolsas 
plásticas. Realmente, es un espanto observar esta situación, además de otras cosas que no tienen 
nada que ver con los aspectos meramente estéticos. Creo que este es un valor a tener en cuenta en un 
país que, además de natural, quiere ser de interés turístico. 


Con relación a los aspectos estrictamente económicos y productivos -que pueden resultar 
contradictorios entre los distintos ámbitos empresariales- hace un par de años, desde la órbita de la 
Asociación Rural del Uruguay, nos informaron sobre la cantidad de animales que mueren por ingerir 
bolsas de plástico que vuelan por toda la ciudad. Me refiero a ovejas, vacas y caballos, entre otros 
animales. Supongo que esas bolsas, que van a parar a las cañerías y al saneamiento, también pueden 
afectar algunas de las especies mayores de nuestra riqueza ictícola. De todas formas, me llama 
poderosamente la atención -no sé si nuestros visitantes tuvieron oportunidad de hablar sobre este tema 
con los representantes de la ARU- que la Asociación Rural del Uruguay no sea lo suficientemente 
explícita en demandar del sector público una limitación de este tipo de productos, que son 
particularmente nocivos. 


Por todo esto, me gustaría saber -quizá desde este ámbito podamos realizar la consulta 
correspondiente- si existe un estimativo acerca de la cantidad de animales que mueren por ingestión 
de este tipo de productos, reitero, tremendamente nocivos desde múltiples puntos de vista. 


SEÑOR CID.- Mis palabras buscan darle un sentido práctico a estos comentarios que son sumamente 
enriquecedores. Como señalaba la señora Senadora Xavier, en la Legislatura anterior el señor Senador 
Gargano y la mencionada Senadora presentaron un proyecto de ley que en aquel momento -debo 
confesarlo- me mereció alguna duda. En ese entonces, la Cámara de Industrias del Uruguay estaba 
llevando adelante un sistema de recolección de residuos plásticos, sobre todo de envases, que estaba 
siendo muy exitoso. Sin embargo, eso ha cambiado hoy en día porque ya no están los contenedores 
para botellas y son los hurgadores quienes están haciendo la recolección, debido a que se incrementó 
el valor comercial de los envases. De todas formas, creo que el proyecto le dio un marco a la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente, que considero de utilidad para su gestión. 


Mi pregunta es bien concreta y apunta a buscar practicidad. Quisiera saber si la DINAMA 
considera que, con los instrumentos legales con que hoy cuenta, no necesita un proyecto de ley nuevo 
como para ejercer las potestades en cuanto a la limitación de la utilización de productos tales como 
bolsas de plástico, o entiende que nosotros debemos trabajar sobre este proyecto que viene de la 
Cámara de Representantes. Reitero que mi pregunta tiene un sentido práctico, a fin de que el 
Parlamento no pierda tiempo en legislar sobre algo que a ustedes no les va a agregar mayormente 
ninguna facultad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recuerdo a los señores Senadores que la ingeniera Torres se tiene que retirar 
a las 18 y 30 y que todavía está pendiente el tema de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento 
Territorial, sobre los padrones de la 7? Sección Judicial del departamento de Rocha. 


SEÑORA TORRES..- Creo que el instrumento que proporciona este proyecto de ley pone un fin a esta 
historia. En algún plazo -se puede discutir si es este u otro- se deberá encontrar, por lo menos, la 
sustitución del material plástico, y las otras estrategias que podamos diseñar desde el Ministerio van en 
concordancia con esto. Sin embargo, me quedan más dudas -por eso me parecía importante el 
seminario- acerca del tipo de material porque una ley demora mucho en modificarse y si hablamos de 
determinado material y luego se sustituye, cambia o se producen otros mejores, quedaríamos atados. 
Reitero que este proyecto de ley ayuda a ponerle un final a la historia y a que se ordenen los actores 
en las diferentes opciones que les demos. Por tanto, no dejaría tan acotado lo relativo a los materiales 
para no estar generando “a posteriori” un problema que luego sea muy difícil cambiar con otra ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador Moreira para referirse al tema 
recientemente mencionado, de la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR MOREIRA.- El tema lo había planteado en el Senado, en ocasión de considerarse el proyecto 
de ley que modificó el literal c) del artículo 83 de la Ley N* 18.308. Me refiero a la norma que modificó 
la ley de propiedad horizontal vigente en lo que tiene que ver con la no aplicación de esas 
disposiciones, pues dice que “en las actuaciones residenciales, de turismo residencial o similares, el 
área comprendida entre componentes de la trama de circulación pública no podrá superar un máximo 
de diez mil metros cuadrados, cualquiera sea el régimen de propiedad”, estableciendo una limitación y 
prohibiendo la aplicación de esa ley a las zonas rurales. Esto fue modificado, repito, y se estableció 
que esa área podría ser mayor y, entonces, no tendría por qué ajustarse al límite de diez mil metros 
cuadrados. En aquel momento, me había llegado una información con respecto a uno o dos proyectos - 
no estoy seguro de cuántos son- para la zona costera de Rocha, sobre un fraccionamiento que se 
llama Las Garzas, en el que se había hecho una categorización. Sobre esa información tengo una 
fotocopia que hemos hecho llegar a la ingeniera Torres, en la que pude observar que hay una 
diferencia en el número de un padrón, aunque supongo que debe tratarse simplemente de un error. 


SEÑORA TORRES.- Sí, señor Senador, se trata de un error de tipeado. 


SEÑOR MOREIRA.- Por lo que veo, se trata de un mismo padrón ubicado en la 7* Sección Judicial del 
Departamento de Rocha, fraccionamiento Las Garzas. 


SEÑORA TORRES.- El fraccionamiento ya existía. 


SEÑOR MOREIRA.- Asimismo, he visto en este documento una clasificación de acuerdo con las 
categorías establecidas en la Ley de Impacto Ambiental y en los decretos reglamentarios de evaluación 
de impacto ambiental. Concretamente, hay tres categorías, que son la A, la B y la C y, en ese sentido, 
me llamó la atención que ese predio de 240 hectáreas ubicado en la costa atlántica fuera categorizado 
como B en primera instancia, el 7 de abril de 2008, de acuerdo con la comunicación de la empresa. Sin 
embargo, en una segunda clasificación se cambió la categorización de ese predio para A, que es la 
que corresponde a aquellos proyectos de actividades, construcciones u obras cuya ejecución sólo 
presentaría impactos ambientales negativos no significativos dentro de lo previsto por las normas 
vigentes, por lo que en tal caso no habría necesidad de presentar un proyecto de impacto ambiental. 
La clasificación A, según se me ha dicho, prevé una urbanización, un emprendimiento turístico, donde 
habría una sola vía de acceso a la playa. Aclaro que no tengo el proyecto, pero eso es lo que se me ha 
manifestado y, por lo menos en lo que refiere a la segunda categorización, eso estaría en contradicción 
con lo establecido por la Ley de Ordenamiento Territorial. De acuerdo con esa norma, las calles 
públicas no podrían comprender áreas que superaran los diez mil metros cuadrados. En ese sentido, 
pregunto cómo la DINAMA puede pasar a clasificar en cualquiera de las tres categorías un proyecto 
que estaba en contradicción con la ley vigente. Cabe destacar que esa ley fue modificada con 
posterioridad, pero cuando se extendió el certificado de clasificación de proyecto la ley vigente impedía 
llevar a cabo urbanizaciones o fraccionamientos que tuvieran esas áreas de circulación pública a 
distancias mayores a los diez mil metros cuadrados. Me llama la atención que cuando la ley establecía 
eso, la DINAMA hubiera analizado la viabilidad ambiental de un proyecto y lo clasificara de esa 
manera. Digo esto con relación a los criterios utilizados por la DINAMA. 


Quisiera saber qué sucede cuando un proyecto contempla la violación de una norma legal 
vigente -como era en ese momento la Ley N* 18.308, artículo 83, literal c) que modificaba el régimen 
de propiedad horizontal- y la DINAMA, aun observando la violación de la ley, clasifica igual, permitiendo 
así pasar a instancias posteriores, después de la clasificación, la autorización ambiental previa, 
etcétera. 


Otra de las preguntas que deseo formular es por qué se cambia la clasificación. He leído 
algunas expresiones en ocasión de la comparecencia de la Directora de la DINAMA y del propio 
Villarmarzo en la Comisión de Turismo de la Cámara de Representantes -respecto a algunos proyectos 
del departamento de Maldonado, situados en una zona muy cercana a José Ignacio y a la Laguna 
Garzón- donde se dice que es una zona muy frágil y sensible; es una zona costera que tiene esas 
formaciones llamadas cárcavas. En un programa conjunto con la Intendencia de Rocha o con 
PROBIDES hay una Ordenanza referida a una gran parte de la zona costera del departamento de 
Rocha donde se habla de estas cárcavas, precisamente de la prohibición de fraccionar o, por lo menos, 
de tomar muchos recaudos en tales casos. 


Entonces, quisiera saber, por un lado, si la DINAMA igual hace la clasificación del proyecto 
cuando una ley no permite fraccionamientos o proyectos de urbanización de esa naturaleza y, por otro, 
por qué se clasifica de esa forma, si se trata de una zona donde existen estas cárcavas -sin duda, se 
trata de un borde costero muy valioso- calificada como suburbana y de ordenamiento concertado de la 
Ruta 10 hacia el mar. Es una zona muy grande de 240 hectáreas, con una sola vía de acceso a la 
playa. Tal como expresé en el Plenario, me llama la atención que un proyecto de estas características 
se clasifique como A. Además, quisiera saber por qué se clasifica si hay una norma que estaría 
vedando la aplicación de la ley de propiedad horizontal, por lo menos en ese momento, cuando se 
clasificó como A y no cuando se clasificó como B, porque todavía no estaba vigente la ley. ¿Se 
admiten proyectos aun contrariando el texto de la ley vigente entonces, hoy modificado? Repito que la 
clasificación se operó y se consumó en el momento en que la ley estaba vigente. 


SEÑOR PASTORIN.- Este tema fue planteado y formó parte de un taller que se realizó durante los 
días 5 y 6 de agosto, con los Directores de Ordenamiento Territorial y áreas vinculadas a ella, en el 
momento de la aplicación de la ley. Fundamentalmente, ésa fue la preocupación de las Intendencias de 
Rocha y Maldonado, pues ya tenían solicitudes de autorización de fraccionamiento de propiedad 
horizontal, y su planteo fue objeto de debate. Entonces, cuando había un acto administrativo 
autorizando el fraccionamiento, no se aplicaba la ley de ordenamiento N* 18.308 ya que, en realidad, 
estaba vigente el marco legal anterior. Por lo tanto, todos los proyectos que ya contaban con un acto 
administrativo del Gobierno departamental otorgando la autorización, quedaron en el marco de la ley 
anterior. Mientras tanto, aquellos que estaban a estudio -aunque en etapa muy avanzada- es decir, en 


vías de resolución, pero que todavía no habían sido contemplados por un acto administrativo, eran 
abarcados por la Ley N* 18.308. Reitero que en el caso de ya existir el acto administrativo, entendimos 
-al igual que todos quienes participaron de ese evento- que era aplicable la normativa anterior. Al 
respecto, considero que ésa es la situación que está contemplada en este caso, porque el 
fraccionamiento ya había sido autorizado por la Intendencia de Rocha. 


SEÑOR MOREIRA.- Recuerdo que respecto de ese criterio, hay un artículo de la Ley de Ordenamiento 
Territorial que declara fuera de ordenamiento todas las disposiciones que se opongan a dicha norma. 
Sin dudas, es una forma de dar efecto retroactivo a la ley. 


SEÑOR PASTORIN.- Ese artículo se refiere a las consecuencias de la aprobación de los instrumentos 
de ordenamiento territorial, cuando sí opera de pleno derecho. Ahora bien; esto rige cuando hay un 
instrumento de ordenamiento territorial que cumplió todo el procedimiento que establece la propia ley. 
Escuché en más de una oportunidad que era retroactivo por esa situación y siempre sostuve que no 
era así porque, en realidad, se está hablando, insisto, de instrumentos que han sido aprobados luego 
de cumplir con todos los procedimientos que fija la ley que, por otro lado, implican un proceso bastante 
complejo. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Recuerda qué artículo es? 
SEÑOR PASTORIN.- Es el artículo 27. 


SEÑOR MOREIRA.- El literal c) de esa norma dice: “La declaración automática de fuera de 
ordenamiento, total o parcialmente incompatibles con el instrumento respectivo, para las instalaciones, 
construcciones, fraccionamientos o usos, concretados con anterioridad a la entrada en vigor y que 
resulten disconformes con el nuevo ordenamiento”. Entonces, por el principio de jerarquía de las 
normas es claro que la ley está por encima de las autorizaciones. 


Reitero, ¿la DINAMA puede clasificar? 


SEÑORA TORRES.- Lo primero que debemos aclarar es cuál es el sentido de la aplicación de la 
norma que compete a la DINAMA, que es la de la Ley de Evaluación de Impacto Ambiental, que rige 
todo el tema de la clasificación de los proyectos. Lo que se pretende es que la DINAMA intervenga 
tempranamente en los proyectos, evalúe la viabilidad, o no viabilidad ambiental del proyecto y en 
función de ello lo habilite, o no, aun cuando también puede establecer medidas de mitigación. De 
cualquier modo, esto es sin perjuicio -y así lo decimos en cada Resolución- de todos aquellos otros 
requisitos que deba cumplir el proyecto con otras instituciones estatales o de los gobiernos 
departamentales. Entonces, dentro de las competencias de la DINAMA no está la de evaluar la 
viabilidad ambiental del proyecto y la implicancia, o no, de la eventual aplicación de la Ley de 
Ordenamiento Territorial; eso compete a otra institución. Nosotros evaluamos las consecuencias 
ambientales de la aplicación del proyecto y otros analizan ese aspecto. Obviamente, para poder 
concretar el proyecto, el proponente deberá conseguir todas esas habilitaciones, por decirlo de alguna 
manera. Por ejemplo, podemos citar un caso alejado de esa situación, pero que también tiene que ver 
con la costa. Un puerto requiere la habilitación de la Dirección Nacional de Hidrografía y de la DINAMA 
desde el punto de vista ambiental. Hasta que no consigue las dos -y siempre estamos en comunicación 
porque tienen que ser compatibles, ya que no puede aprobar un puerto que no sea el que la DINAMA 
está analizando ambientalmente- no puede llevarse adelante la obra. Pero cada uno lo hace en el 
ámbito de su competencia. Esto despeja el tema de si lo teníamos que mirar o no, pues sería 
entreverar la competencia de nuestra institución. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero la DINAMA tiene competencias específicas en la protección de los valores 
medioambientales. 


SEÑORA TORRES..- Exacto; eso sí lo miramos y se lo voy a explicar. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo ante mí el artículo 6% de la Ley N* 16.466 y pregunto: ¿allí existió un 
estudio de impacto ambiental previo? 


SEÑORA TORRES.- Sí y le paso a explicar. Cuando se presenta a clasificar un proyecto ya trae parte 
de un estudio de impacto ambiental. O sea, la solicitud de clasificación trae una descripción del 
proyecto que va a realizar el emprendedor, del medio receptor donde se va a instalar ese proyecto y un 
análisis primario de esa interacción que genera determinados impactos, positivos o negativos. Del 
conjunto de ese análisis surge una propuesta del propio proponente en la que dice que, según su 
criterio, su proyecto genera los impactos tales y cuales, por lo que se clasifica A, B ó C. La autoridad - 
en este caso, la DINAMA- confirma o no esa clasificación; ha habido casos en los que los confirmamos 
y otros en los que cuestionamos. Por ejemplo, se le puede decir a la persona que su proyecto no 
genera ningún problema en tales o cuales aspectos, pero que no analizó que puede causar otro 
impacto, dado que existe una colonia de fauna. Se le dice que no analizó dicho aspecto porque quizás 
no cuenta con algunos datos que nosotros tenemos, el proyecto se clasifica como B y se manda a la 
persona estudiar ese punto y luego volver. De esa manera, estudia particularmente ese punto y vuelve 
únicamente con el análisis del problema planteado. Luego de estudiar cómo resolvió ese asunto, le 
damos la habilitación. Si es A, quiere decir que el conjunto de información que nosotros analizamos es 
suficiente para llegar a discernir si lo habilitamos o no. El señor Senador mencionaba una segunda 
clasificación, pero para nuestros efectos lo que hay son dos proyectos. Los impactos dependen del tipo 
de proyecto que se propone y del cuerpo receptor. Mucha gente dice que una casa de dos dormitorios 
en la costa se clasifica B, pero en Montevideo no; sucede que, por ejemplo, en el centro de Montevideo 
ni siquiera requiere de una clasificación, porque el cuerpo receptor es distinto. En algunos lugares hay 
riesgos ambientales y en otros no, porque las condiciones de la ciudad hacen que no existan 
problemas en hacer una casa de dos dormitorios, ya que es una más en una ciudad con determinado 
funcionamiento. Aquí sucede lo mismo, pues el cuerpo receptor era el mismo en los dos proyectos y 
cambió el diseño del proyecto. Entonces, para nosotros se trata de dos proyectos distintos. En uno se 
integraba, en el tema de las cárcavas, unas actuaciones que las transformaban en otra cosa, 
implicando acciones concretas sobre ellas, y rediseñaba las soluciones de distinta manera. Ese 
proyecto fue clasificado B y podían hacer el estudio y seguirlo si querían. Luego, por parte del 
proponente hubo una rediscusión del proyecto, por lo que se generó un nuevo documento del proyecto, 
distinto al anterior. Ese nuevo proyecto, de diferentes características al anterior, no generaba aspectos 
que creyéramos pusieran en riesgo los recursos naturales del lugar. Hay que analizar de qué situación 
se parte, pues toda la costa de la Laguna Garzón hasta el Arroyo Chuy, en Rocha, ya desde 1940 está 
fraccionada de alguna manera, sólo que son muchos fraccionamientos no consolidados. 


SEÑOR MOREIRA.- Ese es un proyecto diferente. 


SEÑORA TORRES.- Exactamente. Esos fraccionamientos históricos, que podríamos decir que eran 
como raviolitos o cuadraditos, no tienen nada que ver con esto. Entonces, que en el escenario del 
Uruguay se consolidaran todos aquellos fraccionamientos históricos, debe ser la peor condición 
ambiental y, realmente, pone en riesgo toda la costa de Rocha. De alguna manera, el Gobierno 
Departamental, mediante la Ordenanza, readecuó los escenarios futuros para las distintas zonas y 
determinó que esta zona era factible de ser urbanizada pero con los planes concertados -tal como lo 
expresó el señor Senador Moreira- y requería que se fuera a adecuar un nuevo proyecto que no 
consolidara la “raviolada”, por decirlo de alguna manera. Esto nos parecía que, desde el punto de vista 
ambiental, era un proyecto más amigable con el ambiente. De alguna manera, analizamos el proyecto 
y vimos que no se acerca demasiado porque deja una franja entre el mar y el inicio de la urbanización 
y, además, tiene vías de acceso público, de circulación interna, aunque no recuerdo si son una o dos... 
Bien, el señor Senador Moreira me acota que es una. Entonces, todos estos aspectos hacían viable su 
establecimiento. Por tanto, con ese espíritu y solamente analizando los aspectos ambientales, 
concluimos que ese proyecto era clasificado como A; pusimos las mismas condiciones que a los 
demás como, por ejemplo, un plazo para ejecutar la obra, ya que si no se cumple con él, para nosotros 
caduca el proyecto porque, en definitiva, sería otro, ya que en la mitad puede pasar algo y, entonces, la 
situación que nosotros ya habíamos analizado puede ser que ya no exista. Reitero que esas fueron las 
condiciones que pusimos en el proyecto y de esa manera se remitió al señor Ministro, quien otorgó la 
autorización ambiental previa, tal cual está previsto en el decreto. 


SEÑOR MOREIRA.- Me queda la duda en el sentido de que la clasificación del proyecto en A, no exige 
un estudio de impacto ambiental previo como la de B y C. 


SEÑORA TORRES.- Lo que no exige es el detalle de estudio en profundidad. La clasificación en A, B y 
C son graduaciones de los estudios. Quiero aclarar que un emprendedor no llega a nosotros y nos 


dice: “Tengo un proyecto de veinticuatro casitas y lo voy a hacer en tal lugar”. No, no es así. Cuando se 
presenta, hace un estudio. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace una referencia. 
SEÑORA TORRES.- No, hace un estudio. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero la clasificación en B y C exigen los estudios y, además, esta última 
clasificación exige una audiencia pública. Entonces, estas clasificaciones tienen diferencias 
importantes. 


SEÑORA TORRES.- Tienen diferencias en la profundidad del estudio y en la participación social. 


SEÑOR MOREIRA.- La propia ley ambiental dice que quedan sometidos a la realización previa del 
estudio de impacto ambiental los proyectos urbanísticos de más de 100 hectáreas; y este proyecto, que 
es de 240 hectáreas, en todos los casos requería un estudio de impacto ambiental previo. 


SEÑORA TORRES.- Requiere la gestión ambiental del proyecto, o sea, que tiene que ingresar en la 
DINAMA y ser sometido a la clasificación. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, perfecto, pero no requiere un estudio de impacto ambiental si usted clasifica el 
proyecto en A. 


SEÑORA TORRES.- Sí, señor Senador, yo sostengo que sí. 
SEÑOR MOREIRA.- Lo requiere por las otras normas. 


SEÑORA TORRES.- No, yo sostengo que cuando lo clasifiqué A, lo hice en virtud de un estudio que 
fue analizado por los técnicos y de quienes tengo su recomendación sobre el análisis de ese estudio. 
Entonces, en caso de que el proyecto se clasifique como B, se va a profundizar en algún aspecto 
parcial; y si es C, se va a profundizar en todos los aspectos del proyecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Esta es una situación en la cual la Intendencia Municipal simplemente contaba 
con la norma general, es decir, con la Ordenanza costera general y no había un hecho consumado en 
ese sentido. Lo que yo digo -aquí es donde discrepo- es que la DINAMA no puede clasificar si la Ley de 
Ordenamiento prohibía este tipo de fraccionamientos. En ese tramo de 10.000 metros los caminos de 
circulación pública no podían estar en extremos opuestos, y que en 240 hectáreas sólo hubiera una 
calle pública. Si nosotros votamos una ley que hoy fue modificada -por algo fue que se la modificó y no 
porque no estuviera afectando estas situaciones- a mi juicio, la DINAMA no podría clasificar algo que 
en ese momento estaba en contradicción con un artículo de la ley. Esto es lo que me parece: la 
DINAMA lo primero que tiene que hacer es cumplir la ley; ustedes tienen que ejecutar la ley. 


SEÑORA TORRES.- Tenemos competencias para ello. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero tienen que cumplirla; naturalmente, que cumpliéndola. Me pregunto cómo 
pueden admitir una comunicación, por más que traiga un proyecto de impacto, si ese tipo de 
urbanizaciones están prohibidas en una zona suburbana de esas características; estaba expresamente 
prohibido en el artículo de la ley. 


SEÑORA TORRES.- Pero, ¿quién se tiene que expedir sobre esa prohibición? 


SEÑOR MOREIRA.- ¿La DINAMA admite, empieza a estudiar y a clasificar un proyecto que viola un 
texto de la ley? Hoy sí lo podría hacer. 


(Dialogados) 
SEÑORA TORRES.- Pero si el emprendedor paga los impuestos, no estoy obligada a controlarlo. 


SEÑOR MOREIRA.- Esto es otra cosa; se trata de un proyecto que tiene que ver con el ordenamiento 
territorial en una zona determinada del país donde, de acuerdo con el artículo 83, no se puede aplicar 
lo que decía la ley de propiedad horizontal, modificando la legislación vigente, aunque antes se podía. 
Si habláramos de la primera clasificación de B, por ejemplo, se podría aplicar la ley de propiedad 
horizontal y decir que no hay “raviolitos” de 300 metros, pero hay fracciones residenciales de 2.000. 
Aclaro que no estoy cuestionando el proyecto; simplemente digo que la DINAMA debe observar la 
regularidad jurídica para empezar a clasificar. ¿Cómo puede hablar de lo que había con anterioridad? 
No hay nada con anterioridad; la ley se empezó a aplicar, estuvo vigente y la DINAMA dice que no se 
puede aplicar la ley de propiedad horizontal. En realidad, se puede aplicar, pero cada 10.000 metros 
tiene que haber una calle pública y lo cierto es que, en este caso, no la había. 


SEÑORA TORRES.- Quiero evitar la discusión. 
(Dialogados) 
SEÑORA MOREIRA.- Es algo muy importante. 


SEÑORA TORRES.- Es cierto, señor Senador, pero es un tema jurídico que tiene que ver con la 
interpretación de la ley y escapa a lo que puedo explicar. 


SEÑOR MOREIRA.- Cuando se trató la modificación de la ley se intentó salvar determinados proyectos 
en las zonas costeras porque, en realidad, esto fue hecho pensando en las urbanizaciones que tienen 
los “countries” privados de Maldonado y Rocha, y no en La Teja o en el Cerro de Montevideo. A mi 
juicio, la regularidad jurídica de empezar a considerar aunque sea la fase más previa de todas, que es 
justamente la de la clasificación, no se puede hacer en violación de una norma de la ley que estaba 
vigente. Eso es lo que entiendo, porque, además, en ese momento la ley prohibía estas 
urbanizaciones. 


SEÑOR PASTORIN.- Nosotros respetamos la posición del señor Senador Moreira, pero no quiere decir 
que esa sea la interpretación que hemos hecho. 


Ese Seminario fue convocado por parte de los Gobiernos Departamentales, porque se trató 
de una ley muy compleja, abarcativa y existía gran preocupación en torno a su aplicación. Es más, 
actualmente hay debates en cuanto a la reglamentación de varios artículos. 


Concretamente, uno de los temas que preocupaba a algunas Intendencias era saber qué 
pasaba con las solicitudes de permisos para este tipo de urbanizaciones en trámite. En consecuencia, 
se dio un intercambio al respecto y la posición mayoritaria fue que cuando se diera un acto 
administrativo que aprobara la urbanización, se aplicaría la ley anterior. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero acá no lo había. 
SEÑORA PASTORIN- En este fraccionamiento había... 
SEÑOR MOREIRA.- Usted dijo que no. 

(Dialogados) 


SEÑOR TORRES.- El fraccionamiento lo aprueba el Gobierno Departamental. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo pregunté y usted me dijo que no había fraccionamiento, que no estaba 
aprobado. 


SEÑORA XAVIER.- Cuando usted empezó a hablar, señor Senador, la señora Torres dijo que... 


SEÑOR MOREIRA.- Me dijo que no, que era un fraccionamiento viejo de “raviolitos” de 300 metros; 
eso fue lo que escuché. 


SEÑOR PASTORIN.- Eso es general en toda la costa de Rocha. 


SEÑORA TORRES..- Pero el Gobierno Departamental había aprobado un proyecto que luego pasó al 
análisis ambiental. 


SEÑOR PASTORIN.- En función de que había un proyecto aprobado por el Gobierno Departamental, 
se actuó en consecuencia. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cómo puede ser? No entiendo. 


SEÑOR PASTORIN.- El proyecto de fraccionamiento que es presentado a la Intendencia ya había sido 
aprobado por el órgano competente. Por lo tanto, el tema de debate era saber qué pasaba con ese tipo 
de fraccionamiento porque estaban los trámites iniciados, los que se encontraban en etapas muy 
avanzadas y los que ya habían sido aprobados por el Gobierno Departamental. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Y la DINAMA no había intervenido? 


SEÑORA TORRES.- No, señor Senador. Nosotros intervenimos después, cuando el proyecto se 
presenta a la gestión ambiental. 


SEÑOR MOREIRA.- ¿Cómo puede intervenir en un fraccionamiento en la zona costera? ¿La 
Intendencia Municipal no lo llevó a la DINAMA? 


SEÑOR PASTORIN.- Lo habitual es que lo lleven a la Intendencia para que se apruebe y luego se 
hace el estudio de evaluación de impacto ambiental. 


SEÑOR MOREIRA.- Pienso que antes de la aprobación la Intendencia debe mandarlo a la DINAMA. 


SEÑORA TORRES.- En la Dirección Nacional de Hidrografía hay trámites que se realizan 
sucesivamente. 


SEÑOR MOREIRA.- No; hace unos días, por ejemplo, estuvo el señor Puntigliano hablando sobre el 
Puerto y comentó que lo que más lo demoraba era la DINAMA. No se autoriza la instalación de un 
Puerto, el relleno de una dársena portuaria sin la aprobación de la DINAMA. 


SEÑORA TORRES.- No inicia la obra, pero lo aprueba primero la Dirección Nacional de Hidrografía. 


SEÑOR MOREIRA.- Los Gobiernos Departamentales tienen la misma obligación de preservar el medio 
ambiente y no pueden aprobar fraccionamientos en zona costera si no tienen autorización de la 
DINAMA. 


SEÑOR PASTORIN.- Los proponentes lo llevan al Gobierno Departamental para ver si se aprueba el 
fraccionamiento. Una vez que la Intendencia lo aprueba, se lleva a evaluación de impacto ambiental. Y 
eso fue lo que se hizo en este caso: había un fraccionamiento ya aprobado por el Gobierno 
Departamental que luego fue enviado a la DINAMA para que se hiciera la evaluación de impacto 
ambiental. 


SEÑORA TORRES.- Todos los procedimientos se hicieron así. 


SEÑOR MOREIRA.- Una ley tiene una jerarquía infinitamente superior a la autorización administrativa 
de un Gobierno Departamental. Me parece que acá la DINAMA tiene que aplicar la ley por más que 
un Gobierno Departamental dé la autorización. Además, cuando este proyecto se clasificó era violatorio 
de la ley. 


SEÑOR CID.- Creo que hay un litigio entre la interpretación y la realidad. Quiero recordar algunos 
hechos puntuales que se dieron cuando el señor Senador Antía era Intendente del departamento de 
Maldonado en la anterior Legislatura. Hubo dos hechos que generaron mucha discusión y no se pidió 
autorización a la DINAMA, en un ejercicio de la autonomía departamental pero en clara violación con el 
marco normativo de aquel momento, que establecía una regulación de las construcciones con respecto 
al nivel del mar, de la marea. En primer lugar, me refiero a la pavimentación de la ruta de Punta 
Colorada que se hizo sin la intervención de la DINAMA y sin categorización; esa ruta, está hoy 
pavimentada en un marco irregular de construcción. En segundo término, hablo del episodio de la 
construcción de los estacionamientos en la zona costera de distintas playas que estaban realizados 
fuera del marco normativo, fuera de la ley que en ese momento estaba vigente -y continúa estándolo- 
que establece la distancia entre las construcciones costeras y el nivel de la marea. Por lo tanto, 
entiendo -es lo que han estado tratando de explicar los Directores de la Dirección Nacional de Medio 
Ambiente- que DINAMA no necesariamente tiene que entender lo que la autonomía departamental ha 
normatizado y autorizado, porque si la Junta Departamental de Rocha autoriza un fraccionamiento, 
DINAMA no necesariamente tiene que repasar desde el punto de vista legal si está ajustada a la 
norma. Lo que va a hacer DINAMA es decir si ese proyecto tiene o no impacto ambiental y qué 
categoría tiene. Creo que eso es lo que está tratando de explicar DINAMA y que parece no entenderse, 
pero que se ha dado en la historia política de este país. ¿Qué hizo DINAMA cuando autorizó Botnia? 
¿Valorizó si ese sector del departamento de Río Negro tenía una norma de fraccionamiento 
determinado o no? Lo que valoró fue el impacto ambiental que esa construcción podría tener 
eventualmente sobre el medio ambiente. Tal vez haya que buscar un equilibrio; no estoy en 
desacuerdo con lo que plantea el señor Senador Moreira de que hay que buscar un equilibrio de 
manera tal que determinadas autorizaciones deban ser comunicadas a DINAMA para que esté alertada 
y para que le dé competencia a su departamento jurídico, pero esa no es la realidad de nuestro país. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que ha quedado claro que la medición del impacto ambiental no es en 
aplicación de la Ley de Ordenamiento Territorial; es una función específica que no habilita, luego de 
pronunciada, el inicio de ningún tipo de obra. Por tanto, me parece que la categorización se hace -y no 
me niego a discutirlo- analizando claramente los distintos momentos de evaluación, si tiene que haber 
un marco legal que lo habilite o si es una cuestión administrativa en un Estado absolutamente 
fragmentado en el que en cada boliche, en cada mostrador, uno hace una cosa y en el de enfrente se 
lo pueden tirar -o no- para atrás. La medición del impacto ambiental, entonces -reitero- no es en 
aplicación de la Ley de Ordenamiento Territorial; son dos cosas diferentes. En consecuencia, el hecho 
de que haya una medición ambiental no amerita el inicio de las obras, y hay otros pasos sucesivos a 
dar. Acá se están confundiendo los diferentes momentos y competencias. Puedo entender que uno 
quiera que las cosas tengan una secuencia distinta para no poner a un ámbito del Estado a realizar el 
análisis de algo que después, eventualmente, pueda no tener andamiento. Sin embargo, no creo que 
haya que decir nuevamente lo que quienes concurren en el día de hoy a darnos explicaciones nos 
están diciendo. Y no es por la jerarquía de las normas, sino por las competencias de las diferentes 
Divisiones del Estado. Eso me ha quedado absolutamente claro y quiero recordar, además, que la 
ingeniera nos advirtió al principio que si esto amerita otro camino, se puede seguir discutiendo. 


SEÑOR MOREIRA.- Creo que acá el cumplimiento de la ley es una obligación que tienen todos los 
administradores; ellos son mandos medios de un Ministerio que integra el Poder Ejecutivo y, por tanto, 
tienen la obligación de cumplir la ley. La ley es una norma de jerarquía superior a las Ordenanzas 
departamentales y también, por supuesto, a las resoluciones administrativas que autorizan un 
fraccionamiento. De modo que la ley, una vez vigente, obliga a todos aquellos que tienen que 
ejecutarla y no pueden desobedecer su mandato. El principio de jerarquía de las leyes es una regla de 
oro de nuestro ordenamiento jurídico y la obligación que tienen los administradores de aplicar la ley es 
algo ineludible. En este caso, la protección del medio ambiente -que hoy es un tema central y para el 
cual fue creada la DINAMA- y la coordinación absoluta con las acciones de ordenamiento territorial, 
constituyen un principio esencial. Según dicen muchos, el ordenamiento es una parte del Derecho 


Ambiental; de modo que el ordenamiento territorial y la protección del medio ambiente están 
indisolublemente ligados. Acá, el encargado de la protección del medio ambiente es el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y allí, la DINAMA es la que se ocupa del tema. 


SEÑORA XAVIER.- En la concepción, pero no en la estructura administrativa. 


SEÑOR MOREIRA.- En consecuencia, tengo una visión diferente de la que aquí se ha planteado. 
Entiendo que de acuerdo con el artículo que decía que “en las actuaciones residenciales, de turismo 
residencial o similares, el área comprendida entre componentes de la trama de circulación pública no 
podrá superar un máximo de diez mil metros cuadrados”, era de aplicación, y, a mi juicio, aun cuando 
hubiera actuaciones anteriores de la Intendencia Municipal, no podía la DINAMA entrar siquiera a 
clasificar. Distinta es la situación actual en la que sí se puede. 


SEÑORA XAVIER.- Llama la atención que al estar tantos años al mando del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, nadie haya actuado en ese sentido. 


SEÑOR MOREIRA.- Insisto: hoy sí puede. En ese momento, a mi juicio, la clasificación no podía 
siquiera admitirse. 


SEÑOR ARANA.- Respetando el tiempo de todos y, en particular, el de la ingeniera Torres, que nos 
anunció que tenía otros compromisos, simplemente quiero decir que la DINAMA no está encargada de 
aceptar fraccionamientos, sino de responder preguntas específicas dentro del ámbito de sus 
competencias. De todos modos, si hay discusiones, se seguirá discutiendo en los tiempos y en los 
ámbitos correspondientes; de pronto el tema da incluso para hacer un seminario. 


SEÑORA TORRES.- Brevemente, quiero decir que comparto lo expresado por el señor Senador 
Moreira en cuanto a que los instrumentos de ordenamiento territorial y de medio ambiente deben 
trabajar totalmente articulados y de manera conjunta. Realmente me alegro, porque ese no fue el 
espíritu que primó en quienes diseñaron el Ministerio y llevaron adelante una estructura administrativa 
tal, dentro de él, que colocaron en un mismo nivel a la Dirección de Ordenamiento Territorial y a la 
Dirección Nacional de Medio Ambiente, a las cuales otorgaron diferentes competencias. Por suerte, 
hoy estamos abocados a la elaboración de un proyecto de fortalecimiento de la capacidad del 
Ministerio y, para ello, estamos proponiendo un sistema nacional ambiental. 


SEÑOR MOREIRA.- Aquí en el Senado, por ejemplo, tenemos Comisiones diferentes. 


SEÑORA TORRES.- Justamente, por esa razón es que estamos proponiendo implementar un sistema 
nacional ambiental que apunte a resolver esos temas que, si bien hacen a los procedimientos, también 
hacen a cómo se analizan en este caso los proyectos de los emprendedores. Esto se hizo en el marco 
de nuestras competencias específicas, y si bien el tema está planteado de esta forma, admito que 
puede ser objeto de un debate jurídico por parte de los abogados. 


SEÑOR MOREIRA.- Simplemente, quiero decir que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente fue creado durante el Gobierno del Partido Nacional y la ley en cuestión es también 
de esa época. 


SEÑOR CID..- A iniciativa del Frente Amplio. 


SEÑOR MOREIRA.- Pero es de esa época. Vuelvo a decir que en este Senado de la República -al 
igual que en el Ministerio- hay una Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial y otra de Medio 
Ambiente, cuyos miembros son prácticamente comunes. Por lo tanto, de existir algún error, es también 
compartido por este Senado, donde el Partido de Gobierno tiene mayoría. 


SEÑOR CID.- Puedo fundamentar por qué funcionan así, ya que fui quien propuso que continuaran 
siendo independientes, porque fusionarlas habría sido una forma de minimizar el tema relativo al medio 
ambiente. 


SEÑOR MOREIRA.- Entonces, que no se diga que está mal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Medio Ambiente agradece la presencia en este ámbito de la 
señora Directora Nacional de Medio Ambiente, ingeniera agrónoma Alicia Torres, y del doctor Diego 
Pastorin, asesor del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a quienes sería 
importante volver a convocar antes de fin de año, para repasar los temas que han quedado pendientes. 


(Se retiran de Sala la ingeniera agrónoma Alicia Torres y el doctor Diego Pastorin) 


Antes de levantar la sesión, corresponde que la Comisión someta a votación la invitación 
cursada al señor Senador Arana para concurrir al Foro de Agua de las Américas, que se llevará a cabo 
los días 24 y 25 de noviembre de 2008, en la ciudad de Foz de Iguazú, Paraná, Brasil. 


4 en 5. Afirmativa. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 19 y 2 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


